




Provincia de Buenos Aires
Honorable Cámara de Diputados



PROYECTO DE LEY

El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de
LEY
ARTÍCULO 1.-Adhiérese la Provincia de Buenos Aires a la Ley Nacional 26.940 – Registro Público de Empleadores con Sanciones Laborales.

ARTÍCULO 2.- Sin perjuicio de las infracciones establecidas en la Ley Nacional 26.940, incluyese en el Registro Público de Empleadores con Sanciones Laborales (REPSAL), a las sentencias firmes o ejecutoriadas de los Tribunales de Trabajo de la Provincia de Buenos Aires, por las que se estableciere que el actor es un trabajador dependiente con relación laboral desconocida por el empleador, o con una fecha de ingreso que difiera de la alegada en su inscripción, que los secretarios de los Tribunales de Trabajo deban remitir a la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP), según lo establecido en el Artículo 48 de la ley provincial 11.653 (Texto según ley 14.399).

ARTÍCULO 3.-.Crease en el ámbito del Ministerio de Trabajo de la provincia, la 
Unidad Provincial Especializada de Fiscalización del Trabajo Irregular (UPEFTI), con el objeto de investigar, analizar, evaluar y denunciar situaciones de trabajo no registrado en sectores complejos de fiscalizar, así como todas las formas de subcontratación ilegal, fraude laboral y seguridad social. 

ARTÍCULO 4.- La UPEFTI actuará en forma coordinada con la Unidad Especial creada por el artículo 39 de la ley 26940, en el ámbito del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación (MTySS). 
Asimismo, deberá elaborar y publicar, de acuerdo al objeto descripto en el párrafo precedente, un Informe semestral del estado de situación en el ámbito  provincial, consignando especialmente:
a) las infracciones y sanciones a la Ley de Prohibición del Trabajo Infantil y Protección del Trabajo Adolescente 26.390 y a la ley 26.847.
b) las infracciones y sanciones a la ley 26.364 de Prevención y Sanción de la Trata de Personas y Asistencia a sus Víctimas; y
c) las infracciones y sanciones impuestas en el marco de las leyes 25.191 y 26.727 por el Registro Nacional de Trabajadores y Empleadores Agrarios (RENATEA) con motivo de la falta de registración de empleadores o trabajadores.

Encomiéndase al Poder Ejecutivo Provincial para que en el plazo de 90 días desde la promulgación de la presente, ejecute las acciones necesarias para la implementación y funcionamiento de la Unidad creada en el presente artículo.

ARTÍCULO 5.- Los empleadores sancionados por las violaciones indicadas en la  ley 26940, mientras estén incorporados en el Registro Público de Empleadores con Sanciones Laborales (REPSAL), no podrán:
a) Acceder a los programas, acciones asistenciales o de fomento, beneficios o subsidios administrados, implementados o financiados por el Estado provincial;
b) Acceder a líneas de crédito otorgadas por el Banco de la Provincia de Buenos Aires;
c) Celebrar contratos de compraventa, suministros, servicios, locaciones, consultoría, alquileres con opción a compra, permutas, concesiones de uso de los bienes del dominio público y privado del Estado Provincial, que celebren las jurisdicciones y entidades comprendidas en su ámbito de aplicación. Tampoco podrán participar en obras públicas, concesiones de obras públicas, concesiones de servicios públicos y licencias.

ARTÍCULO 6.- En los casos previstos en el artículo anterior, si el infractor reincidiera en la misma infracción que produjera su inclusión en el REPSAL, en un lapso de tres (3) años contados desde la primera resolución sancionatoria firme, se procederá a extender las sanciones indicadas en dicho artículo, por un lapso de diez (10) años corridos, a partir de la última sanción. 

ARTICULO 7.-A los fines del cumplimiento de lo normado por el artículo 1, todos los organismos públicos involucrados y el Banco de la Provincia de Buenos Aires, deberán verificar la inexistencia de sanciones publicadas en el Registro Público de Empleadores con Sanciones Laborales (REPSAL), como requisito previo excluyente para dar curso a las solicitudes de los  empleadores.

ARTICULO 8.-Créase el Comité de Seguimiento de las acciones de Promoción del Trabajo Registrado y Prevención del Fraude Laboral en la Provincia de Buenos Aires. 
El Comité estará integrado por un (1) representante titular y un (1) representante suplente de:a) el Ministerio de Trabajo de la provincia;b) el Ministerio de Economía de la provincia;c) el Banco de la Provincia de Buenos Aires;d) de las Cámaras de Senadores y Diputados de la provincia, respectivamente; e)  De las entidades empresarias representativas del ámbito provincial; yf) de los trabajadores, a propuesta de la central de trabajadores con personería gremial, de manera similar a la integración del Consejo Nacional del Empleo, la Productividad y el Salario Mínimo, Vital y Móvil.
Cada uno de los representantes será designado en base a la postulación de las autoridades del organismo o la organización respectiva.
ARTICULO 9.- El Comité de Seguimiento tendrá funciones de monitoreo,  análisis y aportes con el objeto de coadyuvar a la implementación de la presente ley. Dentro de los treinta (30) días de conformado, dictará su propio Reglamento Interno de Funcionamiento.
ARTÍCULO 10.-Autorizase al Poder Ejecutivo, a través de la autoridad de aplicación a suscribir los convenios necesarios con el fin de dar cumplimiento al objeto previsto en la presente.
ARTICULO 11.- El Poder Ejecutivo designará a la Autoridad de Aplicación de la presente ley.
ARTICULO 12.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.









FUNDAMENTOS
La problemática de la legalidad, la protección  y la calidad del empleo es uno de los desafíos sociales más importantes que atravesamos los pueblos y los gobiernos populares en toda Latinoamérica.
El trabajo ilegal (también llamado no registrado, o “en negro”) es una realidad que cruza a todas las economías de América Latina y aunque nuestro país evidenció mayor reducción en los últimos años, es  absolutamente necesario atacar este flagelo con una estrategia integral política y social, y desde los ámbitos de actividad públicos y privados. 

Se requiere de políticas económicas y sociales eficaces que hagan eje y prioricen el empleo digno, es especial de las mujeres y los jóvenes; y de empresarios del sector privado que asuman la responsabilidad social que, sin ninguna duda, les cabe. 

El despliegue de una importante cantidad de programas (nacionales, provinciales y municipales) sin duda es útil, pero si no están bien implementados y ensamblados dentro de una estrategia integral, mas allá de las buenas intenciones, carecen de eficacia para resolver con eficacia situaciones donde están en juego nada menos que derechos humanos básicos. 

Por lo cual es impostergable que se complementen las políticas públicas, en los tres niveles del Estado (nacional, provincial y municipal), como, asimismo, el compromiso concreto, activo,  de las entidades empresariales y, sobre todo,  de las asociaciones sindicales representativas de los trabajadores.
Estimamos que se debe dar prioridad a la protección del empleo digno porque, a pesar de los enormes avances logrados en lo que va de este siglo, en toda Latinoamérica y en nuestro país, según los registros inobjetables de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), de la Comisión para América Latina de la Organización de las Naciones Unidas (CEPAL), coincidentes, en líneas generales con los propios registros del Banco Mundial y el FMI, es mucho lo que queda por hacer.
Se debe avanzar hacia un Acuerdo político y social donde las respectivas representaciones del Estado, los empresarios y los trabajadores se comprometan a priorizar la promoción y la protección el empleo digno, del empleo registrado (“trabajo decente”, según la terminología de la Organización Internacional del Trabajo –OIT-), y el combate contra el fraude laboral.

Esta decisión lleva implícita la vocación y la decisión de reconocer que, después del desempleo (que está muy cerca de los menores niveles históricos), el empleo ilegal (no registrado, o mal llamado “en negro”) y la precarización de las condiciones de trabajo (en todas sus manifestaciones), son la parte más importante de una verdadera “deuda social”, aun no saldada en la provincia y en todo el país.

En la sesión del 30 de abril de 2014, esta Cámara aprobó el proyecto D- 701/14-15- 0, una iniciativa de la diputada Patricia Cubría, que fue acompañamos como firmantes junto al diputado Fernando Navarro. En ese caso nuestra Cámara solicitó al Poder Ejecutivo provincial “que adhiera y acompañe con medidas complementarias, el Proyecto de Ley presentado en el Congreso Nacional,  de “Promoción del Trabajo Registrado y Prevención del Fraude Laboral” por el cual se busca  reducir la cantidad de trabajadores en negro”.

Se hacia referencia, por entonces, a la iniciativa del Poder Ejecutivo Nacional (PEN) que fue sancionada el 21 de mayo y promulgada el día 26 de mayo de 2014, bajo el nro. 26940. Promoción del Trabajo registrado y prevención del fraude laboral. Creación del Registro Público de Empleadores con Sanciones Laborales (REPSAL). 

Se trata de lograr gradualmente una mejora sustancial en la tasa de empleo registrado y la reducción a menos del 30% el empleo asalariado no registrado, dentro de un plazo aproximado de dos años, periodo en el cual se estima se podrá regularizar la situación ilegal de unos 650 mil trabajadores. 

Esto implica un descenso al 30% en el primer año del programa y al28%en el segundo año de trabajadores no registrados y que va a beneficiar a cerca de290 mil micro- empleadores.

Se estima una inversión  de $4.150 millones; de este monto un 65% se destinará a las  microempresas con el objetivo defacilitar la registracióndesus trabajadores.
Según el último relevamiento de la Encuesta Permanente de Hogares del INDEC, el empleo ilegal se calculaba,a nivel nacional,a fines de 2014 en el 34,3% del total de los trabajadores asalariados; lo cual indica un incremento del0,8% comparado con el mismo período de 2013. 
Según  información reciente de la Encuesta de Indicadores Laborales (EIL)[footnoteRef:2] que releva alrededor de 2.400 empresas localizadas en 8 centros urbanos del país, el nivel de empleo registrado del sector privado se incrementó levemente (+0,1%) en el 1° trimestre/15 con respecto al 4° Trim-2014.  [2: ] 


El desempleo, luego de la recuperación tras la profunda crisis de fin de la convertibilidad, sigue un patrón semejante al del resto de las economías sudamericanas: todas, salvo Colombia, dejaron atrás, desde 2006, las tasas de dos dígitos. En cuanto a la calidad del trabajo, el empleo no registrado bajó radicalmente entre 2003 y 2007, de casi el 50% al 40% del total de asalariados, y desde ahí más gradualmente hasta el 34,6% en 2012. 

A pesar de las notables mejoras, la persistente magnitud del empleo ilegal o no registrado y el amesetamiento de la tasa en los últimos años alrededor del 33/34% ha generado iniciativas del gobierno nacional en el campo de las políticas laborales, como las que se reivindican en este proyecto que implican un reconocimiento a la importancia y a la complejidad del tema.

Los datos, que surgen de los Indicadores Socioeconómicos de la Encuesta Permanente de Hogares, que trimestralmente elabora el INDEC, revelaron que la región Noroeste fue la que mostró el mayor indicador de trabajo informal con una tasa del 42,8%, mientras que la Patagónica tuvo la más baja con un 20,2%. 
Mientras que los registros de correspondientes a los conglomerados urbanos relevados en nuestra provincia, fueron los siguientes:
1-Gran Buenos Aires: 33,8%; 
2- Mar del Plata- Batán: 31,8%; 
3-Gran La Plata: 30,9%;
4- San Nicolás/Villa Constitución: 27,0%; 
5- Viedma/Carmen de Patagones: 25,5%; y 
6-Bahía Blanca/ Cerri: 25,3%.
 Un claro ejemplo de esta situación se puede constatar en la industria ladrillera cuya mano de obra son, en muchos casos –sino, en la mayoría- familias provenientes de países hermanos de la Patria Grande (Bolivia, Paraguay), de escasos recursos, que se fueron asentando en las áreas inhóspitas  periurbanas de distintas ciudades de forma espontánea, como modo de poder explotar el suelo como recurso natural para la fabricación artesanal del ladrillo.  Se estima que en esta actividad el trabajo asalariado ilegal, llega a un  85% de los trabajadores ocupados.

Pero no es el único caso, las trabajadoras de casas particulares y los trabajadores rurales, son parte también del sector mas vulnerable, mas débil e indefenso de la clase trabajadora bonaerense.

El presente proyecto tiene por finalidad la implementación de acciones y la creación de organismos que nos permitan,en el ámbito provincial,  ganar en eficacia y complementariedad en la promoción del trabajo registrado y en la prevención y el combate contra el fraude laboral.

[bookmark: _GoBack]Atento a ello, se propone la implementación de acciones y la creación de organismos públicos para avanzar en la efectivización de los derechos laborales esenciales que garantizan las Constituciones nacional y provincial, como asimismo en la investigación, el análisis, y las denuncias sobre situaciones de trabajo no registrado (cuando no esclavo o semiesclavo), así como todas las formas de subcontratación ilegal, fraude laboral y seguridad social,  en actividades donde la fiscalización presentación una mayor complejidad. 
Por las razones expuestas es que solicitamos a las señoras y  señores diputadas y diputados, su acompañamiento a este proyecto.
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